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1.	Ventajas	e	inconvenientes	de	la	multilateralidad.	La	acción	15	del
Proyecto	BEPS
Como	es	sabido,	a	solicitud	de	los	países	miembros	del	G20,	la	Organización	de
Cooperación	y	Desarrollo	Económico	(OCDE)	publicó	en	julio	de	2013	su	“Plan
de	acción	contra	la	erosión	de	la	base	imponible	y	el	traslado	de	beneficios”(3),	en
el	que	demanda	cambios	fundamentales	en	los	mecanismos	actuales,	así	como	la
adopción	de	nuevos	enfoques	basados	en	el	consenso,	incluyendo	disposiciones
anti-abuso,	con	el	fin	de	evitar	y	contrarrestar	la	erosión	de	la	base	imponible	y
el	traslado	de	beneficios.
El	Proyecto	BEPS	(Base	erosion	and	profit	shifting),	que	marca	un	punto	de
inflexión	 en	 la	 historia	 de	 la	 cooperación	 internacional	 en	 materia	 tributaria,
identifica	 quince	 actuaciones	 que	 deben	 abordarse	 e	 implementarse	 dentro	 de
unos	plazos	concretos.	Especialmente	llamativo	resulta	el	masivo	acuerdo	de	los
distintos	 operadores	 económicos	 (legisladores,	 organizaciones	 no
gubernamentales,	 contribuyentes,	 medios	 de	 comunicación,	 etc.)	 acerca	 de	 la
necesidad	 de	 acometer	 esta	 empresa,	 que	 implica	 importantes	 acciones
nacionales,	 supranacionales	 e	 internacionales,	 en	 aras	 a	 lograr	 los	 objetivos
propuestos.	 Se	 trata	 de	 un	 consenso	 sin	 precedentes(4)	 en	 el	 ámbito	 de	 la
fiscalidad,	lo	que	sin	duda	incrementa	su	relevancia	e	influencia.
En	 particular,	 la	 Acción	 15	 BEPS	 se	 dirige	 a	 “analizar	 las	 cuestiones	 de
Derecho	 Internacional	Público	y	Tributario	en	 relación	con	el	desarrollo	de	un
instrumento	 multilateral	 que	 permita	 que	 las	 jurisdicciones	 que	 lo	 deseen
implementen	 las	medidas	 que	 se	 desarrollen	 en	 el	 curso	 de	 los	 trabajos	 de	 la
erosión	 de	 la	 base	 imponible	 y	 el	 traslado	 de	 beneficios	 y	 así	 enmienden	 los
convenios	 fiscales	 bilaterales.	 Sobre	 la	 base	 de	 este	 análisis,	 las	 partes
interesadas	 desarrollarán	 un	 instrumento	multilateral	 diseñado	 para	 ofrecer	 un
enfoque	 innovador	 a	 la	 fiscalidad	 internacional,	 que	 reflejen	 la	 naturaleza
rápidamente	 evolutiva	 de	 la	 economía	 global	 y	 la	 necesidad	 de	 adaptarse
rápidamente	a	esta	evolución”.
Como	ha	manifestado	la	OCDE	en	su	Plan	BEPS,	“en	el	cambiante	entorno	de
la	imposición	internacional,	una	serie	de	países	han	expresado	su	preocupación
por	el	modo	en	que	 los	estándares	 internacionales	en	que	se	basan	 los	 tratados
bilaterales	distribuyen	las	potestades	impositivas	entre	los	países	de	la	fuente	y
de	residencia.	Este	Plan	de	acción	se	centra	en	solucionar	la	erosión	de	la	base
imponible	y	el	traslado	de	beneficios”.	Ahora	bien,	como	seguidamente	matiza,
las	acciones	a	emprender,	dirigidas	a	 restaurar	 la	 imposición	 tanto	en	 la	 fuente
como	 en	 la	 residencia	 en	 una	 serie	 de	 casos	 en	 los	 que,	 de	 lo	 contrario,	 los
ingresos	transfronterizos	quedarían	sin	gravamen	o	sujetos	a	baja	tributación,	no
están	 directamente	 encaminadas	 a	 cambiar	 los	 estándares	 internacionales
actuales	sobre	 la	distribución	de	 las	potestades	 impositivas	 respecto	a	este	 tipo
de	rentas.
En	particular,	se	diseña	como	una	Acción	a	realizar	en	un	período	que	puede
superar	 los	 dos	 años,	 y	 que	 necesariamente	 deberá	 ser	 desarrollada	 en	 varias
etapas,	 empezando	 por	 un	 análisis	 exhaustivo	 de	 las	 cuestiones	 planteadas.
Como	resultado	de	esta	primera	fase	se	publicó,	el	16	de	septiembre	de	2014,	el
Informe	 de	 la	 OCDE	 sobre	 “Developing	 a	 multilateral	 instrument	 to	 modify
bilateral	 tax	 treaties”(5),	 en	el	que	 se	ponen	de	 relieve	 las	distintas	 razones	que
abogan	por	la	conveniencia	de	adoptar	un	instrumento	multilateral	en	esta	sede.
A	 tal	 efecto,	 fruto	 del	 “OECD	 Secretary-General	 Report	 to	 G20	 Finance
Ministers(6)”	 de	 febrero	 de	 2015,	 se	 establece	 un	 grupo	 ad	 hoc,	 abierto	 a	 la
participación	de	todos	los	Estados,	que	iniciará	sus	trabajos	no	más	tarde	de	julio
de	2015,	a	fin	de	concluir	el	diseño	de	tal	convenio	multilateral	en	diciembre	de
2016.
En	 dicho	 Informe,	 basado	 en	 el	 análisis	 realizado	 por	 expertos	 en	 Derecho
Internacional	Público	y	en	Fiscalidad(7),	la	OCDE	señaló	que	la	adopción	de	un
instrumento	convencional	de	carácter	multilateral	es	deseable	y	factible.	En	esta
dirección,	se	acordó	la	celebración	de	una	Conferencia	internacional	a	principios
de	2015,	en	cuyo	seno	se	negocie	y	desarrolle	el	contenido	de	este	proyecto.	La
Conferencia	estará	abierta	a	todos	los	países	interesados	y	sus	trabajos	no	podrán
dilatarse	más	de	dos	años.
Aunque	los	tratados	bilaterales	de	doble	imposición	hayan	sido	eficaces	en	la
lucha	 contra	 este	 fenómeno	 perjudicial,	 pervive	 sin	 embargo	 la	 preocupación
acerca	de	la	evasión	fiscal	(o	“doble	desimposición”)	que	en	ocasiones	deriva	de
las	interacciones	entre	dos	o	más	Estados.	Así	se	recoge	en	la	Introducción	del
citado	Informe,	donde	se	advierte	que	pese	a	la	consistencia	que	supone	para	la
regulación	de	las	situaciones	transfronterizas	 la	red	de	más	de	3.000	convenios
bilaterales	actualmente	existente,	las	lagunas	y	fricciones	en	este	terreno	no	han
dejado	de	aumentar,	lo	que	se	traduce	en	cantidades	nada	despreciables	de	renta
que	no	son	gravadas	en	ningún	Estado.
Las	razones	que	abogan	a	favor	de	la	cooperación	multilateral	son	obvias	y	han
sido	reseñadas	tanto	por	la	Comisión	Europea,	como	por	la	OCDE.	La	adopción
de	un	instrumento	multilateral	en	sede	tributaria	se	valora	positivamente	no	sólo
por	parte	de	las	empresas,	sino	también	en	sede	de	personas	físicas(8).	Respecto	a
las	 multinacionales,	 el	 Convenio	 multilateral	 facilitaría	 la	 planificación	 de
operaciones	en	un	espacio	económico	más	amplio.	Al	existir	un	único	 tratado,
las	 decisiones	 sobre	 dónde	 establecer	 las	 filiales	 responderían	 más	 a	 criterios
económicos	 y	 prácticos,	 y	 no	 a	 las	 diversas	 regulaciones	 pactadas	 entre	 los
Estados	 a	 nivel	 bilateral.	 La	 multilateralidad	 beneficiaría	 igualmente	 a	 las
pequeñas	y	medianas	empresas,	así	como	a	los	particulares,	en	la	medida	en	que
simplificaría	 el	 tratamiento	 fiscal	 de	 las	 actividades	 transfronterizas.	 Estas
indudables	ventajas	sólo	serían	predicables,	empero,	de	un	convenio	multilateral
no	 excesivamente	 complejo,	 en	 el	 bien	 entendido	 de	 que	 la	 complejidad
dificultaría	su	aplicación	práctica.
Aun	 cuando	 participamos	 del	 espíritu	 que	 imbuye	 la	 Acción	 15	 BEPS,
conviene	tener	en	cuenta	los	posibles	inconvenientes(9)	que	traería	aparejado	un
eventual	 Convenio	 multilateral	 en	 materia	 tributaria.	 A	 nuestro	 juicio,	 las
principales	servidumbres	que	implicaría	la	multilateralidad	serían	las	siguientes:
(a)	Mayor	dificultad	a	la	hora	de	diseñar	soluciones	específicas	para	dos	Estados.
Este	tipo	de	medidas	ad	hoc,	que	en	un	convenio	bilateral	se	adoptan	de	manera
ágil	 para	 resolver	 una	 concreta	 situación	 entre	 Estados,	 serían	 en	 el	 plano
multilateral	más	difíciles	de	alcanzar,	atendido	el	mayor	número	de	Estados	parte
y,	 en	 consecuencia,	 la	 mayor	 problemática	 para	 adoptar	 compromisos;	 (b)
Carácter	 menos	 dinámico	 en	 comparación	 con	 un	 tratado	 bilateral.	 Las
soluciones	adoptadas	presentarían	un	carácter	más	estático,	pues	su	actualización
requeriría	 que	 fueran	 de	 nuevo	 renegociadas	 y	 consensuadas	 por	 los	 Estados
partícipes	(además	de	aprobadas	por	sus	Parlamentos	nacionales).	En	esta	línea,
a	 mayor	 abundamiento,	 los	 cambios	 propuestos	 por	 una	 minoría	 de	 Estados
firmantes	correrían	el	riesgo	de	no	prosperar,	en	los	casos	en	que	la	mayoría	no
respalde	dichas	modificaciones.
2.	La	cooperación	fiscal	multilateral	extramuros	de	la	Unión	Europea
Los	Convenios	Modelo	de	la	Comunidad	Andina	constituyen,	cronológicamente,
los	que	primero	se	encaminan	a	satisfacer	las	demandas	de	los	Estados	en	vías	de
desarrollo,	así	como	las	de	estos	en	sus	relaciones	con	los	Estados	desarrollados.
Ciñéndonos	al	ámbito	de	la	lucha	contra	la	doble	imposición,	la	génesis	de	tan
relevantes	Modelos	 se	 remonta	 al	 artículo	 27	 del	Acuerdo	 de	Cartagena(10),	 en
virtud	del	cual	se	apremiaba	a	los	Estados	partes	en	orden	al	establecimiento	del
régimen	 común	 sobre	 tratamiento	 de	 los	 capitales	 extranjeros	 y	 sobre	marcas,
patentes,	 licencias	 y	 regalías	 no	 más	 tarde	 del	 31	 de	 diciembre	 de	 1970.	 En
cumplimiento	 del	 plazo	 señalado,	 fue	 dictada	 por	 la	Comisión	 la	Decisión	24,
cuyo	 artículo	 47	 vino	 a	 exigir	 la	 aprobación,	 durante	 el	 transcurso	 de	 dicha
anualidad,	de	un	convenio	destinado	a	evitar	la	doble	imposición	entre	los	países
miembros,	así	como	el	establecimiento	de	un	Convenio	tipo	“para	la	celebración
de	 arreglos	 sobre	 doble	 tributación	 entre	 los	 países	miembros	 y	 otros	 Estados
ajenos	a	la	subregión”.
Fruto	de	ello,	por	Decisión	nº	40	del	Acuerdo	de	Cartagena(11),	adoptada	en	el
séptimo	período	de	sesiones	ordinarias	(Lima,	8	a	16	de	noviembre	de	1971),	se
aprobó	un	“Convenio	para	evitar	la	doble	tributación	entre	los	países	miembros”
(artículo	1º,	Anexo	1)	y	un	“Convenio	para	evitar	la	doble	tributación	entre	los
países	miembros	y	otros	Estados	ajenos	a	 la	subregión”	(artículo	2º,	Anexo	2).
Atinentes	ambos(12)	 a	 la	 imposición	 sobre	 la	 renta	 y	 sobre	 el	 patrimonio,	 tales
convenios	 albergan	 soluciones	 aún	 más	 radicales	 que	 las	 contenidas	 en	 el
Modelo	 de	México(13)	 de	 1943,	 considerado	 hasta	 la	 fecha	 el	 documento	 más
favorable	a	los	intereses	de	los	Estados	de	América	Latina	por	su	proclamación
del	principio	de	la	fuente	sin	excepción(14).
En	 la	 actualidad,	 el	 objetivo	 marcado	 es	 la	 superación	 de	 los	 extremos	 que
representan,	 de	 un	 lado,	 el	 Convenio	Modelo	 de	 la	OCDE	 y,	 de	 otro	 lado,	 el
Modelo	del	Pacto	Andino	y	las	Conclusiones	de	la	Asociación	Latinoamericana
de	 Libre	 Comercio	 (ALALC)	 aprobadas	 en	 1977	 –conocidas	 bajo	 el	 título
“Modelo	 de	 la	ALALC”(15)–,	 con	 el	 fin	 de	 alcanzar	 el	 deseable	 entendimiento
entre	 ambos	grupos	de	Estados.	Huelga	 subrayar	que	 el	 fenómeno	de	 la	doble
imposición	 adquiere	 especial	 trascendencia	 en	 las	 relaciones	 entre	 los	 países
desarrollados	 y	 los	 países	 en	 vías	 de	 desarrollo(16),	 puesto	 que	 mientras	 los
primeros	son	partidarios	de	 la	aplicación	del	criterio	de	residencia	a	 la	hora	de
gravar,	por	ser	quienes	exportan	el	capital	y	la	tecnología,	los	Estados	en	vías	de
desarrollo	se	inclinan,	encontrándose	en	su	territorio	los	recursos	naturales,	por
el	principio	de	la	fuente	a	efectos	tributarios.
El	Convenio	para	evitar	la	doble	imposición	entre	los	Estados	miembros	de	la
actual	Comunidad	Andina	se	estructura	en	cuatro	capítulos	y	veintiún	artículos,
de	 cuyo	 examen	 es	 posible	 colegir	 las	 características	 siguientes.	 Se	 ha	 optado
por	 la	 elaboración	 de	 un	 convenio	 multilateral	 de	 carácter	 casi	 tan	 detallado
como	los	de	naturaleza	bilateral	celebrados	con	países	no	miembros.	Igualmente,
conviene	destacar	que	a	 través	de	su	articulado	se	confiere	al	país	de	 la	 fuente
mayor	 preponderancia	 y	 hasta	 exclusividad	 en	 numerosos	 casos,	 filosofía	 ésta
que	 preside	 asimismo	 el	 Modelo	 de	 convenio	 bilateral	 para	 evitar	 la	 doble
imposición	 internacional	 entre	 países	 del	 Pacto	Andino	 y	 terceros	Estados.	En
realidad,	ambos	tratados	devienen	idénticos	salvo	ligeras	excepciones(17).
Con	 todo,	no	podemos	sino	constatar	 la	escasa	 trascendencia	práctica	de	que
ambos	Convenios	son	acreedores	en	nuestros	días.	Por	una	parte,	la	Decisión	nº
40	preceptuaba	en	su	artículo	3º	la	necesidad	de	que	los	Estados	adoptaran,	antes
del	 30	 de	 junio	 de	 1972,	 las	 providencias	 necesarias	 para	 la	 entrada	 en	 vigor
entre	 ellos	 del	 Convenio	 multilateral.	 No	 obstante	 el	 cumplimiento	 de	 esta
exigencia	 por	 parte	 de	 Ecuador,	 Bolivia	 y	Venezuela,	 Perú	 vino	 a	 ratificar	 tal
Decisión	 pero	 no	 efectuó	 el	 depósito	 indicado,	 mientras	 que	 Colombia	 ni
siquiera	 ha	 ratificado	 el	 Convenio.	 Por	 otra	 parte,	 en	 cuanto	 a	 las	 relaciones
tributarias	con	países	ajenos	a	la	subregión,	es	el	artículo	5º	de	la	Decisión	nº40
el	que	señala	que	los	convenios	de	doble	imposición	que	suscriban	los	Estados
del	Grupo	Andino	deberán	ajustarse	al	Convenio	marco	aprobado	por	aquélla.	Se
prevé,	asimismo,	la	realización	de	consultas	previas	a	la	adopción	de	un	acuerdo
bilateral	en	esta	sede,	por	parte	de	los	Estados	miembros,	así	como	la	adecuación
de	 que	 habrían	 de	 ser	 objeto	 los	 acuerdos	 firmados	 con	 anterioridad	 a	 la
mencionada	Decisión,	a	las	pautas	reseñadas	en	esta	última.
En	síntesis,	hasta	2004	 los	 tratados	en	materia	de	doble	 imposición	entre	 los
Estados	 pertenecientes	 a	 la	 Comunidad	 Andina	 fueron	 prácticamente
inexistentes(18).	Con	fecha	4	de	mayo	de	2004	se	adoptó	 la	Decisión	nº	578,	en
virtud	 de	 la	 cual	 se	 estableció	 un	 “Régimen	 para	 evitar	 la	 doble	 tributación	 y
prevenir	la	evasión	fiscal”,	a	modo	de	acuerdo	multilateral	entre	los	Estados	de
la	Comunidad	Andina.
También	 es	 exiguo	 el	 número	 de	 convenios	 concluido	 entre	 estos	 y	 terceros
Estados.	 En	 efecto,	 si	 bien	 los	 países	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 han	 ido
extendiendo	con	el	tiempo	sus	relaciones	con	Estados	ajenos	a	la	subregión,	su
red	de	 tratados	bilaterales	de	doble	 imposición	 reviste	 todavía	hoy	un	 carácter
limitado.
En	 este	 punto,	 cabe	 señalar	 el	 abandono	 paulatino	 de	 la	 voluntad
inquebrantable	 manifestada	 por	 estos	 Estados	 en	 cuanto	 a	 la	 adopción,	 en
observancia	 estricta	 de	 su	 propio	 Convenio	 tipo,	 de	 acuerdos	 de	 doble
imposición	 con	 terceros	 países,	 sin	 que	 ello	 signifique,	 no	 obstante,	 la	 teórica
renuncia	al	principio	de	la	fuente	como	criterio	nuclear	que	con	carácter	deseable
habría	 de	 presidir	 sus	 negociaciones	 con	 Estados	 ajenos	 a	 la	 subregión.	 Tal
cambio	de	actitud	se	aprecia,	por	ejemplo,	en	el	Convenio	de	doble	imposición
firmado	 entre	 Venezuela	 y	 México(19)	 en	 1997,	 cuyo	 artículo	 3(2)	 transcribe
exactamente	 el	 tenor	 de	 dicho	 precepto	 en	 el	 CM	 OCDE.	 En	 buena	 lógica,
además,	el	primer	punto	del	Protocolo	que	acompaña	al	tratado	dispone	que	las
normas	de	éste,	pergeñadas	en	idéntica	forma	al	CM	OCDE	de	1995,	deben	ser
interpretadas	de	acuerdo	con	los	Comentarios	del	Comité	de	Asuntos	Fiscales	de
tal	Organización	internacional.
Concluyendo,	cabe	afirmar	que	el	Convenio	Modelo	sólo	resulta	aplicable	en
la	actualidad	entre	los	integrantes	de	la	Comunidad	Andina	y	no	en	relación	con
terceros	 países,	 ni	 siquiera	 de	 la	 órbita	 latinoamericana	 que,	 en	 contraste,
adoptan	como	patrón	el	CM	OCDE,	tal	y	como	demuestra	el	CDI	entre	Ecuador
y	Uruguay.
Al	 margen	 de	 la	 experiencia	 andina,	 entre	 los	 tratados	 multilaterales	 sobre
renta	y	patrimonio	donde	predomina	la	adopción	del	criterio	de	la	fuente	como
punto	de	conexión	cabe	citar,	asimismo,	el	Convenio	de	Cooperación	Fiscal	de
29	 de	 enero	 de	 1971	 de	 la	 OCAM(20)	 (The	 Organisation	 Commune	Africaine,
Malgache	et	Mauricienne).	Un	ejemplo	adicional	de	convenio	multilateral	fuera
de	las	fronteras	europeas	es	el	“Agreement	of	the	Governments	of	the	Member
States	of	 the	Caribbean	Community	for	 the	Avoidance	of	Double	Taxation	and
the	Prevention	of	Fiscal	Evasion”(21)	de	1994.
3.	Análisis	del	multilateralismo	tributario	en	la	Unión	Europea
3.1.	Experiencias	multilaterales	entre	Estados	miembros
En	la	actualidad,	la	mayoría	de	los	convenios	suscritos	en	materia	tributaria	entre
los	Estados	miembros	de	la	Unión	Europea	son	de	carácter	bilateral.	Pese	a	las
dificultades	que	implica	alcanzar	acuerdos	multilaterales,	se	impone	la	necesidad
de	 que	 los	 Estados	 trabajen	 conjuntamente	 con	 el	 fin	 de	 garantizar	 una
tributación	correcta	y	eliminar	los	supuestos	de	evasión	fiscal.	En	este	contexto,
el	 Proyecto	 BEPS	 representa	 una	 magnífica	 oportunidad	 para	 lograr	 una
cooperación	 más	 amplia	 que	 no	 debería	 ser	 desaprovechada	 por	 los	 Estados
miembros.
Esta	 realidad	 ha	 sido	 recientemente	 estudiada	 por	 la	 Comisión	 Europea,	 a
través	de	su	Informe	sobre	“Removing	cross-border	tax	obstacles.	Organisation
and	 practices	 in	 Member	 States’	 tax	 administrations”(22).	 En	 este	 sentido,	 se
constata	 que	 prácticamente	 todos	 los	 Estados	 miembros	 tienen	 convenios
bilaterales	con	los	Estados	vecinos.	Sin	embargo,	se	trata	de	convenios	generales
para	evitar	la	doble	imposición,	que	a	menudo	no	contienen	cláusulas	específicas
sobre	 los	 trabajadores	 transfronterizos	 procedentes	 del	 país	 vecino.	 De	 los	 28
Estados	miembros	de	la	UE,	sólo	10	contemplan	este	tipo	de	disposiciones.
Un	 primer	 paso	 hacia	 la	 consecución	 de	 esta	 cooperación	 multilateral	 es	 la
colaboración	existente	entre	las	autoridades	competentes	de	Holanda,	Bélgica	y
Alemania,	 a	 través	 de	 equipos	 de	 expertos	 que	 informan	 a	 los	 contribuyentes,
personas	 físicas,	 acerca	 de	 las	 consecuencias	 de	 su	 trabajo	 transfronterizo	 en
materia	 tributaria,	 de	 Seguridad	 social	 y	 de	 derechos	 pasivos.	 En	 la	 misma
dirección	cabe	citar	las	iniciativas	adoptadas	por	el	Benelux	(Holanda,	Bélgica	y
Luxemburgo).	 Ambos	 supuestos	 constituyen	 ejemplos	 de	 “buenas	 prácticas”
según	la	Comisión	Europea,	y	podrían	suponer	el	preludio	de	un	futuro	convenio
multilateral	en	el	seno	de	la	Unión	Europea.
Desafortunadamente,	 estas	 prácticas	 no	 están	 generalizadas	 en	 el	 momento
actual	entre	los	países	europeos,	debido	a	las	divergencias	existentes	en	torno	a
la	interpretación	de	los	convenios	y	a	la	ausencia	de	un	criterio	común	a	la	hora
de	resolver	situaciones	específicas,	todo	lo	cual	redunda	en	un	impacto	negativo
sobre	los	trabajadores	transfronterizos	en	la	mayoría	de	Estados	miembros.
Como	 excepción	 a	 esta	 regla	 general	 cabe	 citar	 el	 caso	 de	 Holanda,	 que	 al
margen	 de	 las	 experiencias	 ya	 comentadas,	 vuelve	 a	 ser	 pionera	 en	 la
introducción	de	medidas	especiales	para	las	personas	físicas	que	se	desplazan	a
países	vecinos	por	motivos	laborales(23).	Así,	en	el	tratado	suscrito	entre	Holanda
y	Bélgica(24),	se	prevé	que	cualquier	individuo	que	resida	en	Holanda	y	trabaje	en
Bélgica,	 recibirá	 la	 compensación	 pertinente	 por	 parte	 de	 las	 autoridades
holandesas	en	la	hipótesis	de	que	la	carga	tributaria	resultante	de	ambos	países
exceda	lo	que	el	contribuyente	hubiera	pagado	si	viviera	y	trabajara	en	Holanda.
El	nuevo	convenio	para	 evitar	 la	doble	 imposición	 internacional	 firmado	entre
Holanda	 y	 Alemania	 el	 12	 de	 abril	 de	 2012	 contiene	 una	 cláusula	 similar.
Asimismo,	 estos	 dos	 países	 han	 concluido	 recientemente	 un	 acuerdo	 especial
sobre	 la	 imputación	 de	 rentas	 por	 cese	 laboral	 a	 individuos	 que	 hubieran
trabajado	en	ambos	Estados.
En	esta	línea	de	cooperación	que	pretende	ir	más	allá	de	la	bilateralidad,	cabe
citar	 también	 los	 acuerdos	 específicos	 para	 trabajadores	 transfronterizos	 de
países	 vecinos,	 vigentes	 entre	 Alemania,	 Austria	 y	 Suiza
(Grenzgängerregelungen),	en	los	que	se	determinan	los	criterios	de	imposición
y,	por	ende,	a	quién	corresponde	ejercitar	la	potestad	tributaria	en	cada	caso.
Buena	 prueba	 de	 que	 la	 cooperación	 entre	 países	 vecinos	 se	 reputa
especialmente	útil	es,	sin	duda,	la	Convención	Nórdica(25)	de	23	de	septiembre	de
1996,	cuya	entrada	en	vigor	se	produjo	el	11	de	mayo	de	1997	–siendo	aplicable
a	 partir	 del	 1	 de	 enero	 de	 1998–,	 y	 del	 que	 forman	 parte	 Dinamarca,	 Suecia,
Finlandia,	Noruega,	 Islandia	y	 las	 Islas	Faroe.	Esta	 experiencia	ha	demostrado
que,	 existiendo	 un	 denominador	 común	 en	 términos	 culturales	 y	 económicos,
puede	 lograrse	 una	 auténtica	 cooperación	 multilateral.	 Los	 satisfactorios
resultados	 derivados	 de	 esta	Convención	 así	 lo	 acreditan	 en	 el	 tiempo,	 lo	 que
explica	 que	 este	 instrumento	 multilateral	 constituya	 una	 referencia
incuestionable	en	el	Derecho	Internacional	Tributario.
En	 líneas	 generales,	 la	 Convención	 Nórdica	 se	 inspiró	 en	 el	 CM	OCDE	 en
materia	de	renta	y	patrimonio,	si	bien	adaptándolo	al	formato	multilateral.	Esta
circunstancia	 exigió	 acometer	 cambios	 sustanciales	 en	 algunos	 aspectos,	 que
difieren	claramente	de	 las	cláusulas	OCDE,	para	 lo	cual	 los	países	nórdicos	se
basaron	en	el	borrador	de	Convenio	Modelo	multilateral	elaborado	por	el	Área
Europea	de	Libre	Comercio	en	los	años	1965-1969.
La	 idea	 había	 surgido	 en	 la	 década	 de	 los	 setenta,	 ante	 la	 conveniencia	 de
regular	 de	 manera	 comprehensiva	 el	 gravamen	 de	 las	 relaciones	 económicas
entre	estos	países,	en	los	que	abundan	las	actividades	transfronterizas.	Pese	a	las
evidentes	 similitudes,	 las	negociaciones	 se	 extendieron	más	de	diez	años	hasta
que	 el	 primigenio	 tratado	 multilateral	 fue	 firmado.	 En	 la	 actualidad,	 la
Convención	Nórdica(26),	 que	 sustituyó	 a	 todos	 los	 tratados	 bilaterales	 entonces
existentes	 entre	 estos	 países,	 sigue	 constituyendo	 el	 único	 instrumento
convencional	de	carácter	multilateral	entre	países	de	la	OCDE.
Como	no	podía	ser	de	otro	modo,	la	Convención	Nórdica	contempla	de	manera
especial	 el	 tratamiento	 de	 los	 trabajadores	 transfronterizos(27),	 a	 través	 de	 los
artículos	 I	 y	 II	 de	 su	 Protocolo.	 Sin	 embargo,	 a	 diferencia	 de	 los	 convenios
bilaterales,	 no	 contiene	 artículo	 alguno	 sobre	 intercambio	 de	 información.	 El
motivo	 estriba	 en	 que,	 ya	 en	 1972,	 estos	 países	 suscribieron	 un	 Convenio
multilateral	 de	 asistencia	 administrativa	 mutua	 –en	 vigor	 desde	 1973–,
modificado	en	1976,	1981	y	1987,	hasta	ser	reformado	globalmente	mediante	el
Convenio	de	7	de	diciembre	de	1989	–que	entró	en	vigor	el	9	de	mayo	de	1991–
para	extenderlo	a	las	Islas	Faroe	y	Groenlandia.
3.2.	El	Convenio	Modelo	de	la	Unión	Europea	como	preludio	de	un
Tratado	europeo	multilateral
Desde	hace	varias	décadas	asistimos	a	una	transformación	de	las	relaciones	entre
el	 Derecho	 Internacional,	 el	 Derecho	 europeo	 y	 el	 Derecho	 interno	 en	 lo
concerniente	a	cuestiones	impositivas.	Esta	interacción	resulta	más	patente	a	raíz
de	 las	 decisiones	 del	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Unión	 Europea	 (TJUE)	 y,
especialmente,	 desde	 el	 Asunto	 Schumacker(28).	 A	 este	 respecto,	 si	 bien	 los
Estados	miembros	 conservan	 su	 competencia	 en	 los	 impuestos	 directos,	 no	 es
menos	cierto	que	se	ven	obligados	a	ejercitar	su	poder	de	forma	que	se	asegure
la	plena	aplicación	de	los	principios	y	libertades	fundamentales	de	la	UE.
La	 relación	entre	 los	convenios	para	evitar	 la	doble	 imposición	y	el	Derecho
europeo	 ha	 concitado	 desde	 entonces	 la	 atención	 de	 los	 estudiosos,	 que	 han
abogado	bien	por	la	primacía	absoluta	del	ordenamiento	europeo	(así	como	por
la	 aplicación	 en	 sede	 judicial	 de	 la	 doctrina	 de	 la	 nación	 más	 favorecida(29)
–firmemente	defendida	por	el	Profesor	Rädler(30)	y	por	la	Escuela	de	Viena,	entre
otros	autores–),	bien	sosteniendo,	por	el	contrario,	la	necesidad	de	obedecer	los
convenios	 de	 doble	 imposición	 (aun	 en	 detrimento	 del	 Derecho	 europeo)	 en
calidad	 de	 instrumentos	 del	 Derecho	 Internacional	 (postura	 esta	 última
sustentada,	entre	otros,	por	el	Profesor	Vogel(31)).
En	la	actualidad,	la	necesidad	de	luchar	contra	la	erosión	de	la	base	imponible
y	 el	 traslado	 de	 beneficios	 se	 une	 a	 la	 problemática	 citada	 y	 revitaliza	 una
antigua	 propuesta	 doctrinal(32),	 apenas	 considerada	 desde	 las	 instituciones	 y
organizaciones	 internacionales,	 cual	 es	 la	 adopción	 de	 un	 hipotético	Convenio
Modelo	 de	 la	 UE	 para	 evitar	 la	 doble	 imposición	 internacional	 y	 prevenir	 la
evasión	 fiscal.	 El	 hecho	 de	 que	 los	 Estados	 miembros	 hayan	 manifestado
siempre	 su	 preferencia	 por	 la	 coordinación	 fiscal,	 frente	 a	 la	 armonización,	 se
revela	ya	como	un	dato	a	favor	de	esta	iniciativa.	Junto	a	ella	ha	sido	enunciada,
igualmente,	 la	posibilidad	de	elaborar	un	Convenio	Multilateral	–siempre	 en	 el
seno	de	la	UE–	para	evitar	la	doble	imposición	internacional.
Es	 conveniente	 subrayar,	 ya	 desde	 este	 momento,	 que	 ambas	 propuestas
revisten	genéricamente	el	carácter	de	 instrumentos	de	Derecho	 Internacional	y,
en	 consecuencia,	 reúnen	 la	 flexibilidad	 necesaria	 para	 alcanzar	 los	 principales
objetivos	de	la	UE.	De	otro	lado,	se	ha	de	matizar	asimismo	que,	ni	el	Convenio
Modelo	 ni	 el	 Tratado	 Multilateral	 suponen	 medidas	 novedosas	 sino	 que,	 al
contrario,	 han	 sido	 suficientemente	 probadas	 en	 el	 pasado(33).	 La	 Convención
sobre	 asistencia	 administrativa	 mutua	 en	 materia	 fiscal	 entre	 los	 Estados
miembros	de	la	OCDE	y	del	Consejo	de	Europa,	suscrita	en	1988	y	cuyo	texto
actualizado	entró	en	vigor	el	1	de	junio	de	2011,	constituye	un	buen	ejemplo	de
ello.
Ciñéndonos	 al	 Convenio	 Modelo	 y,	 con	 el	 propósito	 de	 precisar	 sus	 líneas
definitorias,	resulta	obvio	admitir	que	éste	seguiría	esencialmente	muchas	de	las
reglas	contenidas	en	el	CM	OCDE,	sin	perjuicio	de	la	necesidad	de	efectuar	los
cambios	requeridos	para	su	conformidad	con	los	principios	del	Derecho	europeo.
Siendo	ello	así,	debería	buscarse	un	criterio	razonable	que	permitiera	determinar
aquello	 que	 debe	 ser	 modificado.	 A	 estos	 efectos,	 es	 imprescindible	 tener
presente	que	estar	de	acuerdo	con	el	Derecho	de	la	UE	no	significa	sino	respetar
su	Derecho	 originario	 y	 sus	 principios,	 excluyendo	 a	 su	 vez	 cualquier	 tipo	 de
conflicto	 con	 el	 orden	 internacional.	 Así	 pues,	 una	 vez	 garantizado	 el
cumplimiento	 del	 Derecho	 europeo,	 los	 Estados	 miembros	 serían	 plenamente
libres	para	regular	sus	relaciones	bilaterales	entre	ellos.
En	otro	orden	de	cuestiones	y,	en	relación	ahora	al	Convenio	Multilateral	de	la
UE	(que	se	prevé	no	tanto	como	una	alternativa	al	Convenio	Modelo	sino	como
una	 medida	 posterior	 a	 la	 consecución	 de	 aquél),	 se	 ha	 de	 resaltar	 que	 éste
también	encontraría	su	base	en	el	CM	OCDE,	debería	ser	firmado	por	todos	los
Estados	 miembros	 y	 sustituiría	 a	 todos	 los	 convenios	 bilaterales	 de	 doble
imposición	 existentes	 entre	 estos	 países.	Conviene	 recordar,	 a	 estos	 efectos,	 la
tentativa	de	borrador	preliminar	de	Convenio	Multilateral	Europeo(34)	en	materia
de	renta	y	patrimonio	llevada	a	cabo	en	1968.	Este	proyecto	observaba	en	líneas
generales	 el	 CM	 OCDE	 de	 1963,	 otorgando	 prevalencia	 al	 criterio	 de	 la
residencia.	Los	trabajos	conducentes	a	la	adopción	de	este	convenio	modelo,	que
era	 realmente	 un	 tratado	 multilateral	 aplicable	 a	 los	 residentes	 en	 cualquier
Estado	miembro	de	 la	UE,	 fueron	abandonados	al	conceder	 los	Estados	mayor
importancia	a	la	armonización	de	las	legislaciones	nacionales.
Avanzando	 en	 el	 tiempo,	 tampoco	 la	OCDE	 consideró	 la	 opción	 del	 tratado
multilateral	como	viable,	pese	a	lo	cual	la	Comisión	Europea(35)	retomó	el	debate
en	2005.	El	Documento	de	trabajo(36)	publicado	en	junio	de	2005	cuestionaba	la
virtualidad	de	los	convenios	bilaterales	como	instrumentos	idóneos	para	eliminar
la	 doble	 imposición	 y	 la	 evasión	 fiscal	 en	 casos	 triangulares	 o	 multilaterales,
abogando	por	la	necesidad	de	avanzar	hacia	un	Convenio	Multilateral	Europeo	a
través	de	un	Convenio	Modelo	basado	en	el	CM	OCDE,	como	paso	intermedio.
Ambas	 alternativas	 se	 discutieron	 con	 los	 Estados	 miembros	 en	 una	 reunión
mantenida	en	Bruselas	en	julio	de	2005,	como	resultado	de	la	cual,	sin	embargo,
no	 llegó	 a	 materializarse	 ninguna	 solución(37).	 Habiéndose	 multiplicado	 las
situaciones	 de	 treaty	 shopping	 desde	 entonces,	 como	 consecuencia	 de	 la
globalización	 de	 la	 economía	 y	 de	 las	 relaciones	 internacionales,	 no	 es	 de
extrañar	que	sea	la	OCDE	la	que	haya	revitalizado	aquella	iniciativa	en	pro	de	la
multilateralidad	en	el	terreno	convencional.
A	nuestro	juicio,	la	principal	fuente	de	dificultades,	tanto	en	lo	que	respecta	al
Convenio	 Modelo	 como	 al	 Tratado	 Multilateral,	 radicaría	 en	 las	 cuestiones
procedimentales.	Debe	tenerse	en	cuenta,	de	un	lado,	que	en	la	UE	se	requiere
generalmente	la	unanimidad	en	lo	que	concierne	a	asuntos	de	imposición	directa;
de	 otro	 lado,	 no	 es	 posible	 olvidar	 que	 el	 Derecho	 Internacional	 únicamente
obliga	 a	 los	 Estados	 en	 la	 medida	 en	 que	 estos	 así	 lo	 hayan	 aceptado
formalmente.	Todo	ello	implicaría	la	necesidad	de	que	la	totalidad	de	los	Estados
miembros	 manifestara	 su	 conformidad	 con	 el	 contenido	 del	 proyecto	 de
Convenio	Modelo	o	del	Tratado	Multilateral,	posiblemente	bajo	la	coordinación
de	la	Comisión	Europea.	Es	precisamente	en	este	punto,	esto	es,	en	la	exigencia
de	ese	consentimiento	unánime	donde	estriba	el	mayor	obstáculo	técnico.
En	 este	 orden	 de	 ideas,	 se	 plantea	 asimismo	 el	 interrogante	 de	 cuál	 sería	 la
mejor	combinación	de	los	principios	del	Derecho	Internacional	Tributario	con	el
Derecho	europeo.	En	relación	con	esta	cuestión,	se	ha	venido	afirmando	que	el
Convenio	Modelo	de	la	UE	podría	representar	una	solución	más	flexible(38)	que
el	Tratado	Multilateral.	De	hecho,	sólo	el	Convenio	Modelo	permitiría	mantener
convenios	separados	entre	los	Estados	miembros	en	lo	referente	a	sus	relaciones
bilaterales.
Respecto	 a	 la	 relación	 entre	 los	 tratados	 bilaterales	 y	 el	 Convenio	 Modelo,
surgiría	la	cuestión	de	en	qué	medida	gozarían	los	Estados	miembros	de	libertad
para	determinar	el	contenido	de	los	Convenios	impositivos	que,	eventualmente,
concluyeran	 entre	 ellos.	 En	 nuestra	 opinión,	 parece	 evidente	 que	 los	 Estados
miembros	 se	 verían	 obligados	 a	 cumplir	 las	 disposiciones	 del	 Convenio
Modelo(39)	y,	consiguientemente,	 toda	libertad	para	decidir	acerca	de	atenerse	o
no	a	lo	previsto	en	el	mismo	conllevaría	el	riesgo	de	frustrar	su	función.	Nótese
que	 el	 Convenio	 Modelo	 europeo	 no	 persigue	 reemplazar	 al	 CM	 OCDE,	 ni
complementarlo,	 sino	 tan	 sólo	 ofrecer	 soluciones	 concretas	 de	 especial	 interés
para	los	Estados	miembros	de	la	UE(40).
Frente	 a	 tal	 punto	 de	 vista	 se	 ha	 objetado	 que	 la	 obligación	 de	 los	 Estados
miembros	de	tomar	como	punto	de	referencia	el	Convenio	Modelo,	conduciría	a
la	 desaparición	 de	 toda	 diferencia	 sustancial	 entre,	 de	 una	 parte,	 un	 único
Tratado	Multilateral	 de	 doble	 imposición	 de	 la	UE	 y,	 de	 otra,	 la	 combinación
integrada	por	el	Convenio	Modelo	de	la	UE	y	los	tratados	bilaterales	nacidos	a
su	imagen	y	semejanza.	Sin	embargo,	consideramos	que	esta	opinión	no	resulta
del	todo	correcta,	si	tenemos	en	cuenta	que	las	previsiones	del	Convenio	Modelo
deberían	variar	 en	 cuanto	 a	 su	grado	de	 especificidad,	 conteniendo	unas	veces
cláusulas	de	carácter	amplio	y	otras,	en	cambio,	disposiciones	más	detalladas.
Conviene	advertir	que,	desde	esta	perspectiva,	lo	que	se	sugiere	es	concebir	el
Convenio	Modelo	con	una	estructura	similar	a	una	Directiva	de	la	UE.	De	este
modo,	como	ya	se	ha	significado,	las	disposiciones	del	mismo	podrían	ser	más	o
menos	 específicas	 en	 función	 de	 lo	 que	 en	 cada	 momento	 fuera	 necesario	 a
efectos	de	garantizar	el	respeto	al	Derecho	Europeo.
Llegados	a	este	punto,	se	evidencia	que	las	ideas	mencionadas	no	constituyen
sino	un	marco	de	armonización,	aunque	sea	de	forma	indirecta,	pues	el	resultado
final	 del	 proceso	 de	 introducción	 del	 Convenio	 Modelo	 de	 la	 UE	 debería
conducir	 a	 una	 aproximación	 de	 las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 Estados
miembros	en	materia	tributaria.
En	definitiva,	el	Convenio	Modelo	podría	encontrar	su	origen	o	razón	de	ser	en
la	 coordinación	 fiscal	 desarrollada	 por	 los	 Estados	 miembros,	 en	 base	 a	 lo
dispuesto	 en	 el	 ya	 extinto	 artículo	 220	 del	 Tratado	 de	 Roma.	 Este	 precepto
contemplaba	 la	posibilidad	de	 los	Estados	miembros	de	entablar,	 cuando	 fuera
necesario,	negociaciones	entre	sí	al	objeto	de	asegurar	a	favor	de	sus	nacionales,
entre	otros	objetivos,	la	supresión	de	la	doble	imposición	dentro	de	la	UE.
La	desaparición	del	 antiguo	artículo	220	 (artículo	293	TCE)	con	ocasión	del
Tratado	de	Lisboa	 en	2009,	 y	 la	 no	previsión	de	una	disposición	 similar	 en	 el
Tratado	de	Funcionamiento	de	la	Unión	Europea	(TFUE)	no	significa,	en	nuestra
opinión,	que	la	eliminación	de	la	doble	imposición	internacional	haya	dejado	de
ser	 un	 objetivo	 del	 Derecho	 Europeo(41).	 La	 jurisprudencia	 del	 TJUE	 en	 este
sentido	respalda,	sin	duda,	esta	interpretación.
Respecto	a	la	naturaleza	que	tendría	el	Convenio	Modelo,	debería	dilucidarse
si	 sería	 un	 instrumento	 de	 Derecho	 Internacional	 stricto	 sensu	 como	 los
Convenios	de	doble	imposición	o	adoptaría,	más	bien,	el	carácter	de	instrumento
del	 Derecho	 Europeo.	 A	 juicio	 de	 algunos	 autores,	 el	 Convenio	 Modelo	 no
revestiría	 ninguna	 de	 las	 naturalezas	 mencionadas	 o,	 al	 menos,	 nunca	 podría
considerarse	 como	 un	 instrumento	 tradicional	 del	 Derecho	 de	 la	 UE(42).	 En
realidad,	 se	 trata	 de	 una	 solución	 atípica	 a	 un	 problema	 atípico,	 cual	 es	 la
interacción	entre	los	convenios	de	doble	imposición	y	el	Derecho	Europeo.
Es	 decir,	 asistimos	 al	 resultado	 de	 un	 compromiso	 establecido	 entre	 dos
ordenamientos	 legales,	 el	 ordenamiento	 internacional	 y	 el	 de	 la	 UE,
respectivamente.	 Por	 este	motivo,	 el	 Convenio	Modelo	 incluiría	 elementos	 de
Derecho	 Internacional	 así	 como	 de	 Derecho	 Europeo.	 Entre	 los	 primeros
podríamos	 encontrar	 la	 propia	 naturaleza	 del	 Tratado	 (si	 es	 que	 finalmente	 se
opta	 por	 atribuirle	 el	 carácter	 de	 instrumento	 del	 Derecho	 Internacional)	 y	 la
redacción	de	muchas	 de	 sus	 cláusulas.	En	 contraste,	 la	 influencia	 del	Derecho
europeo	se	reflejaría	tanto	en	la	inclusión	de	determinados	principios,	como	en	la
atribución	de	competencia	al	TJUE(43),	 así	 como	en	el	papel	 a	desempeñar	por
parte	de	 la	Comisión	Europea,	 sobre	 la	que	 recaería	 la	 función	de	coordinar	 la
elaboración	del	Convenio	Modelo.
La	 estructura	 del	 mismo	 debería	 ser	 flexible	 y	 quedar	 sujeta	 a	 una	 posible
revisión	cada	cinco	años,	garantizando	de	este	modo	las	reformas	que	en	su	caso
exigiera	la	evolución	del	Derecho	Europeo.	En	este	sentido,	la	Comisión	sería	la
llamada	a	designar	un	Comité	 técnico	de	carácter	permanente	 (integrado,	entre
otros,	por	representantes	de	los	Estados	miembros),	competente	para	efectuar	un
seguimiento	constante	del	Convenio	Modelo	así	como	para	proponer,	cuando	se
estimara	conveniente,	las	modificaciones	pertinentes.
Retomando	un	aspecto	al	que	ya	aludimos	con	anterioridad,	cual	es	el	de	 los
Estados	signatarios,	es	conveniente	recalcar	que	el	Convenio	Modelo	debería	ser
firmado	 para	 su	 aprobación	 por	 todos	 los	 Estados	 miembros.	 Sólo	 una
aprobación	de	estas	características	produciría	el	efecto	de	obligarles	a	atenerse	al
Convenio	Modelo	en	sus	relaciones	bilaterales	entre	ellos.
A	 este	 respecto,	 la	 doctrina	 se	 ha	 manifestado	 afirmando	 desconocer	 si	 el
Convenio	 Modelo	 en	 sí	 mismo	 representa	 o	 no	 la	 mejor	 solución,	 pero
añadiendo	 al	 mismo	 tiempo	 que,	 con	 independencia	 de	 ello,	 posee	 con	 toda
seguridad	 más	 posibilidades	 de	 éxito	 -al	 menos	 como	 primer	 paso-	 que	 un
Tratado	Multilateral	de	la	UE	en	esta	materia.	Ahondando	en	esta	afirmación,	se
ha	esgrimido	como	argumento	el	hecho	de	que,	en	términos	comparativos,	en	un
primer	momento	resultaría	más	sencillo	aunar	posiciones	únicamente	en	algunas
cuestiones	 o	 conceptos	 clave	 (finalidad	 ésta	 perseguida	 por	 el	 Convenio
Modelo),	que	intentar	llevar	a	los	Estados	miembros	hacia	una	regulación	única
y	uniforme	de	la	materia	(o	lo	que	es	igual,	hacia	un	Tratado	Multilateral),	que
por	otro	lado	todavía	no	se	presenta	como	indispensable.
Partiendo	 de	 tales	 premisas,	 cabría	 deducir	 que	 el	 Convenio	 Modelo
representaría	la	primera	de	las	fases	de	un	hipotético	programa	a	desarrollar	en	el
tiempo,	cuya	culminación	consistiría	en	 la	adopción	de	un	Tratado	Multilateral
de	 la	 UE	 que	 vendría	 a	 sustituir,	 en	 su	 caso,	 a	 la	 totalidad	 de	 convenios
bilaterales	existentes	en	la	materia.
A	modo	de	conclusión	final	cabría	reiterar,	por	tanto,	que	debido	a	la	ausencia
de	una	única	solución	óptima	a	los	problemas	derivados	de	la	interacción	entre
los	 convenios	 de	 doble	 imposición	y	 el	Derecho	 de	 la	UE,	 la	 combinación	de
diversas	 medidas	 (que	 es	 lo	 que	 implica,	 en	 suma,	 el	 esquema	 Convenio
Modelo-Tratado	Multilateral)	podría	presentarse	como	la	forma	más	adecuada	de
resolver	 a	 corto	 plazo	 tales	 cuestiones;	 esto	 es,	 como	 primera	 medida	 de	 un
programa	multifásico	a	desarrollar	en	el	tiempo.	En	cualquier	caso,	es	evidente
que	si	echamos	la	vista	atrás	y	analizamos	las	libertades	fundamentales	de	la	UE,
así	como	la	forma	en	que	éstas	se	alcanzaron	en	la	práctica	–de	lo	cual	no	hace
tanto	tiempo–,	nadie	puede	dudar	de	que	lo	que	no	es	posible	hoy,	puede	que	lo
sea	mañana.
4.	Desarrollo	de	un	instrumento	multilateral	en	la	era	post-BEPS
Desde	una	perspectiva	global,	por	tanto,	puede	afirmarse	que	la	adopción	de	un
convenio	multilateral	 es	 deseable(44)	 por	múltiples	 razones.	En	 primer	 término,
porque	 facilitaría	 la	 implementación	 de	 las	 medidas	 convencionales	 derivadas
del	BEPS,	sin	necesidad	de	tener	que	renegociar	de	modo	individual	los	tratados
bilaterales	ya	existentes.	Además,	dicho	instrumento	multilateral	permitiría	a	los
países	 en	 vías	 de	 desarrollo	 que	 puedan	 tener	 dificultades	 para	 concluir	 o
renegociar	sus	tratados	bilaterales,	beneficiarse	plenamente	del	proyecto	BEPS.
Igualmente,	 un	 convenio	 multilateral	 facilita	 la	 introducción	 de	 medidas
multilaterales,	 como	por	ejemplo	un	procedimiento	de	 resolución	de	conflictos
multilateral,	en	comparación	con	los	problemas	que	estas	iniciativas	encuentran
en	 el	 marco	 bilateral.	 Al	 margen	 de	 ello,	 se	 apunta	 que	 la	 adopción	 de	 un
instrumento	 de	 esta	 índole	 aumentará	 la	 consistencia	 y	 claridad	 de	 la	 red
convencional,	al	tiempo	que	aportará	una	mayor	confianza	y	determinación	a	los
Estados	 para	 abordar	 el	 proyecto	BEPS	 al	 unísono.	Ahora	 bien,	 para	 que	 esta
iniciativa	salga	adelante,	se	requiere	una	amplia	participación(45)	y	respaldo	por
parte	de	los	Estados	soberanos	a	dicho	instrumento	multilateral.
En	 el	 plano	 doctrinal,	 destacan	 las	 reflexiones	 sobre	 el	 tema	 realizadas	 por
Malherbe(46),	 que	 enuncia	 diversas	 vías	 para	 alcanzar	 la	 multilateralidad.	 Tras
descartar	 tanto	 la	 adaptación	 de	 los	 Comentarios	 al	 CM	 OCDE,	 como	 la
instauración	 de	 un	 tratado	 multilateral	 que	 reemplazara	 la	 red	 de	 convenios
bilaterales	 existente,	 el	 citado	 autor	 propone	 “la	 firma	 de	 un	 tratado	 marco
multilateral	 al	 que	 diferentes	 Estados	 podrían	 adherirse	 por	 declaración	 sin
modificar	 los	 términos	 (…)”,	 o	 “la	 conclusión	 de	 un	 tratado	 multilateral	 que
modifique	 los	 tratados	 bilaterales,	 pero	 a	 propósito	 del	 cual	 los	 países
participantes	 tendrían	el	derecho	a	formular	reservas”.	Con	todo,	consciente	de
las	dificultades	que	entrañan	estas	soluciones,	sugiere	la	creación,	en	ausencia	de
un	 Tribunal	 de	 Justicia	 internacional	 en	 materia	 tributaria,	 de	 una	 instancia
superior,	designada	en	el	tratado,	a	cuya	decisión	se	someterían	los	Estados.	No
obstante	el	carácter	loable	de	esta	aportación,	la	misma	tampoco	se	halla	exenta
de	 problemas(47)	 para	 su	 articulación,	 en	 la	 medida	 en	 que	 requeriría	 la
instauración	de	dicha	 instancia	mediante	un	 tratado	multilateral	 auspiciado	por
un	amplio	consenso	internacional,	difícil	de	alcanzar	en	nuestros	días.
Desde	el	punto	de	vista	 técnico,	 la	OCDE	examinó	a	 través	de	su	Informe	la
viabilidad	 del	 convenio	 multilateral,	 respecto	 a	 lo	 cual	 se	 contemplaron	 tres
opciones:	 (a)	 La	 adopción	 de	 un	 instrumento	 autónomo	 que	 sustituya	 a	 los
tratados	 bilaterales	 existentes;	 (b)	 La	 adopción	 de	 un	 instrumento	 que	 opere
meramente	 como	 protocolo	 de	 modificación	 de	 cada	 uno	 de	 los	 convenios
bilaterales;	 y,	 (c)	La	adopción	de	un	 instrumento	que	coexista	con	 los	 tratados
bilaterales	en	vigor.
Se	concluyó	que	únicamente	la	tercera	opción	respeta	la	soberanía	fiscal	y	es
susceptible	 de	 alcanzar	 un	 resultado	 eficaz.	 En	 este	 sentido,	 el	 convenio
multilateral	 comportaría	 la	modificación	 de	 algunas	 disposiciones	 comunes	 de
los	 tratados	 bilaterales	 e	 incluiría,	 en	 caso	 de	 ausencia,	 cláusulas	 dirigidas	 a
lograr	los	objetivos	del	BEPS.	El	convenio	multilateral	será	obligatorio	para	las
partes	contratantes,	pero	sólo	regirá	 las	relaciones	entre	aquellos	que	ya	tengan
un	 tratado	 bilateral	 aplicable	 entre	 ellos(48).	 La	 única	 excepción	 a	 esta	 regla
general	 vendría	 constituida	 por	 el	 mecanismo	 de	 resolución	 de	 controversias,
que	desplegaría	su	virtualidad	no	ya	bilateralmente,	sino	de	forma	multilateral.
El	futuro	convenio	multilateral	se	sometería	a	los	procedimientos	ordinarios	de
ratificación	interna	que	correspondan.	Desde	esta	óptica,	la	OCDE	declara	que	la
adopción	 de	 dicho	 instrumento	 multilateral	 parece	 no	 sólo	 deseable,	 sino
también	viable.
Ahora	bien,	la	implementación	e	interacción	de	dicho	tratado	multilateral	con
los	convenios	bilaterales	ya	existentes	ha	de	regularse	de	manera	precisa(49).	Esta
materia	debería	regirse,	para	los	Estados	que	la	han	ratificado,	por	la	Convención
de	Viena	sobre	el	Derecho	de	los	Tratados	(CVDT).	En	este	sentido,	el	artículo
30.3	 CVDT	 determina	 la	 prevalencia	 del	 instrumento	 multilateral	 en	 caso	 de
discrepancia	 con	 lo	 dispuesto	 en	 los	 convenios	 bilaterales,	 salvo	 que	 se	 haya
previsto	expresamente	 lo	contrario.	La	misma	interpretación	deriva	del	artículo
59	CVDT,	 en	virtud	del	 cual	 el	 convenio	posterior	prima,	 como	 regla	general,
sobre	el	anterior.
En	la	hipótesis	de	que	sólo	uno	de	los	Estados	parte	en	el	convenio	bilateral	se
adhiriera	 al	multilateral,	 el	 artículo	 30.4	CVDT	dispone,	 sin	 embargo,	 que	 las
relaciones	entre	ellos	continuarán	rigiéndose	por	el	convenio	bilateral	en	el	que
ambos	son	parte.
Finalmente,	 por	 lo	 que	 respecta	 a	 su	 contenido(50),	 se	 reconoce	 que	éste	 sólo
podrá	definirse	cuando	 los	 resultados	del	proyecto	BEPS	se	conozcan.	En	este
plano,	cobra	particular	relevancia	el	papel	que	tanto	la	UE(51)	como	los	Estados
miembros(52)	están	llamados	a	jugar	en	dicho	tratado	multilateral.	De	otra	parte,
cabe	 subrayar	 que	 la	 determinación	 de	 qué	medidas	 deban	 introducirse	 en	 los
convenios	bilaterales	no	es	una	cuestión	que	competa	a	la	Acción	15	BEPS,	sino
que	 su	 finalidad	 se	 centra	 en	 cómo	 se	 pueden	 instrumentar	 dichas	 medidas	 a
través	 de	 un	 tratado	 multilateral,	 que	 evite	 la	 renegociación	 de	 los	 convenios
bilaterales.	Con	 todo,	 no	 es	menos	 cierto	 que	 resulta	muy	 complejo	diseñar	 la
fórmula	para	articular	el	futuro	instrumento	multilateral,	con	carácter	previo	a	la
definición	de	las	medidas	que	integrarán	su	contenido.
Por	 este	motivo,	 el	 ámbito	 de	 aplicación	 inicial	 del	 convenio	multilateral	 se
centrará	en	las	cuestiones	convencionales	acordadas	derivadas	del	BEPS,	en	aras
a	 asegurar	 su	 implementación	 dentro	 del	 calendario	 previsto.	 Todo	 ello	 sin
perjuicio	 de	 la	 concepción	 del	 convenio	 multilateral	 como	 un	 instrumento
dinámico,	susceptible	de	alojar	cláusulas	multilaterales	en	un	futuro	próximo.
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